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1. Disposiciones generales

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

DECRETO 162/2006, de 12 de septiembre, por
el que se regulan la memoria económica y el informe
en las actuaciones con incidencia económico-financiera.

El Decreto 22/1985, de 5 de febrero, sobre elaboración
de la memoria funcional y económica justificativa de las nor-
mas legales, disposiciones administrativas y convenios, esta-
blece la necesidad de incluir una memoria funcional y eco-
nómica entre los antecedentes y estudios previos de todo ante-
proyecto de Ley o proyecto de disposición administrativa o
de convenio cuya aplicación pueda suponer un incremento
de gastos o una disminución de ingresos públicos, debiendo
evaluarse en la misma cuantos datos resulten precisos para
conocer las posibles repercusiones presupuestarias de su eje-
cución. Durante los más de veinte años de aplicación de la
citada norma se ha ido configurando una realidad económi-
co-financiera del sector público andaluz muy distinta de aquella
que sirvió de base para su elaboración.

Durante este período se han producido importantes cam-
bios, tanto desde el punto de vista cuantitativo como cua-
litativo, de la gestión económico-financiera de la Administra-
ción de la Junta de Andalucía, lo que hace oportuna su revisión
y adaptación.

Asimismo, la integración en la Unión Europea ha supuesto
la asunción de nuevos compromisos por todas las Adminis-
traciones Públicas y, concretamente en esta materia, los deri-
vados del Pacto de Estabilidad y Crecimiento, que han dado
lugar al desarrollo, por parte de la Administración del Estado,
de una normativa específica para la aplicación efectiva del
principio de estabilidad presupuestaria, cuyo incumplimiento
acarrearía consecuencias para el normal desarrollo de la acti-
vidad financiera de la Comunidad Autónoma. Ello conlleva,
pues, la obligación de disponer de información suficiente para
valorar las repercusiones de las decisiones adoptadas en el
seno de la Administración Pública sobre el cumplimiento del
principio de estabilidad presupuestaria.

En este marco, la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de
Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, establece
en su artículo 35 la necesidad de realizar una valoración espe-
cífica de las actuaciones de la Administración de la Junta
de Andalucía y de sus Organismos Autónomos con incidencia
económico-financiera, y remite a un posterior Decreto el esta-
blecimiento de aquellos supuestos en que dicha valoración
se formalizará en una memoria económica e, igualmente,
aquellos proyectos o propuestas de actuaciones sobre cuya
incidencia económico-financiera deberá informar preceptiva-
mente la Consejería de Economía y Hacienda, a través de
la Dirección General de Presupuestos.

En cumplimiento del citado artículo, el presente Decreto
determina dichos supuestos y establece determinadas reglas
sobre el contenido y la tramitación de la memoria económica
y del informe de la Dirección General de Presupuestos. Estos
documentos se incorporarán al procedimiento de elaboración
de la actuación como hito determinante en el aspecto finan-
ciero, tanto para una adecuada decisión y aprobación, como
para facilitar el seguimiento y precisa incorporación de esta
valoración en los distintos ejercicios presupuestarios, corrientes
o futuros, a los que por su contenido quede afecta la actuación.

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 26.5 y 39.2.º de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma,
a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda, de acuerdo

con el Consejo Consultivo, y previa deliberación del Consejo
de Gobierno, en su reunión del día 12 de septiembre de 2006,

D I S P O N G O

Artículo 1. Objeto.
El presente Decreto tiene por objeto determinar las actua-

ciones de la Administración de la Junta de Andalucía y de
sus Organismos Autónomos en las que serán preceptivos la
elaboración de una memoria económica y el informe de la
Dirección General de Presupuestos de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda sobre su incidencia económico-financiera.
Asimismo, se establecen determinadas reglas relativas al con-
tenido y tramitación de la memoria económica y del informe
económico-financiero.

Artículo 2. Ambito de la memoria económica y del informe
económico-financiero.

1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 35.1 de
la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias,
Administrativas y Financieras, los proyectos de disposiciones
legales y reglamentarias, las propuestas de planes con con-
tenido económico-financiero, de contratos, de convenios y de
cualquier otra actuación de la Administración de la Junta de
Andalucía y de sus Organismos Autónomos que afecte o pudie-
ra afectar a los ingresos y gastos públicos, además de atenerse
a las disponibilidades del presupuesto corriente, deberán valo-
rar las repercusiones y efectos sobre los ejercicios presupues-
tarios a los que se extienda su vigencia o efectos.

2. La valoración de las actuaciones reseñadas en el apar-
tado anterior deberá documentarse en una memoria económica
que ponga de manifiesto detalladamente evaluados cuantos
datos resulten precisos para conocer la incidencia económi-
co-financiera de su ejecución, en los siguientes supuestos:

a) Los anteproyectos de Ley.
b) Los proyectos de disposiciones reglamentarias com-

petencia del Consejo de Gobierno.
c) Los proyectos de disposiciones reglamentarias com-

petencia de los titulares de las Consejerías.
d) Las propuestas de planes con contenido económico-

financiero.
e) Las propuestas de contratos de concesión de obras

públicas regulados en la normativa sobre contratos de las Admi-
nistraciones Públicas.

f) Las propuestas de contratos de gestión de servicios
públicos regulados en la normativa sobre contratos de las Admi-
nistraciones Públicas y los proyectos de convenios vinculados
a la prestación de servicios públicos, en los ámbitos sanitario,
educativo y de servicios sociales, que se concierten o prorro-
guen por un período inferior al tiempo que reste del ejercicio
corriente más el ejercicio siguiente completo.

g) Los demás proyectos o propuestas de acuerdos, de
convenios, y de cualquier compromiso que adquieran la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía y sus Organismos Autó-
nomos que tengan o pudieran tener incidencia económico-
financiera sobre futuros ejercicios presupuestarios, cuando
excedan de tres millones de euros (3.000.000 euros) y no
deriven de un contrato público o privado suscrito por la Admi-
nistración o de la aplicación de los mecanismos de financiación
de las empresas de la Junta de Andalucía con cargo a apor-
taciones de la Junta de Andalucía y sus Organismos Autónomos
previstos en la Ley del Presupuesto de la Comunidad Autó-
noma.
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3. La Dirección General de Presupuestos informará con
carácter preceptivo sobre la incidencia económico-financiera
de los proyectos o propuestas de actuaciones contemplados
en el apartado anterior, tanto para el presupuesto corriente
como para los futuros a los que previsiblemente extienda su
vigencia.

4. No será necesaria la elaboración de la memoria eco-
nómica ni del informe económico-financiero en los supuestos
que, a propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda,
se establezcan mediante Acuerdo de Consejo de Gobierno,
ya sea por su limitada repercusión económico-financiera o
por figurar las actuaciones a que se refieren financiadas con
créditos asignados específicamente en el Presupuesto de la
Comunidad Autónoma para el ejercicio corriente.

5. A iniciativa del Centro Directivo referido en el artícu-
lo 3.2, la Dirección General de Presupuestos podrá acordar
la elaboración de memorias e informes unificados que con-
templen un conjunto de propuestas, sustitutivos de la memoria
económica y del informe económico-financiero de cada una
de las actuaciones, siempre que la incidencia económico-fi-
nanciera de cada una de ellas sea cuantificable individual-
mente.

Artículo 3. Contenido y tramitación de la memoria
económica.

1. La memoria económica será elaborada por el Centro
Directivo correspondiente e incluirá los antecedentes, motivos
y fundamentos que justifican la actuación, valorará la inci-
dencia económica del gasto que ocasiona o el impacto que
sobre los ingresos suponga su aprobación y, en su caso, su
financiación para el ejercicio corriente y para los ejercicios
posteriores, de manera diferenciada para cada ejercicio, en
la forma que se establecerá, a propuesta de la Consejería de
Economía y Hacienda, mediante Acuerdo del Consejo de
Gobierno.

Al proyecto o propuesta de actuación y a la memoria
económica se adjuntarán todos aquellos datos, estudios, infor-
mes y documentación que permitan y faciliten un mejor cono-
cimiento del impacto económico-financiero de la actuación.

2. La memoria económica, el proyecto o propuesta de
actuación y la documentación complementaria que se indica
en el apartado anterior serán remitidos por el Centro Directivo
designado por cada Consejería u Organismo Autónomo, a la
Dirección General de Presupuestos para la realización del pre-
ceptivo informe económico-financiero.

Artículo 4. Informe económico financiero y propuestas
de planes.

1. La Dirección General de Presupuestos informará sobre
la incidencia económico-financiera de los proyectos o propues-
tas de actuaciones en el plazo de diez días.

En todo caso, el plazo de emisión del informe quedará
interrumpido cuando se solicite subsanación de deficiencias,
ampliación de la información o aportación de documentos
necesarios referidos en el apartado 1 del artículo anterior.

2. Las propuestas de planes con contenido económico-fi-
nanciero a las que se refiere la letra d) del artículo 2.2 deberán
ser informadas, asimismo, por la Dirección General de Pla-
nificación de la Consejería de Economía y Hacienda sobre
su coherencia con la planificación general de la Junta de
Andalucía.

Artículo 5. Utilización de medios electrónicos, informáticos
y telemáticos.

En la elaboración y remisión de la memoria económica,
del informe económico-financiero y de la demás documen-
tación a la que se refiere el presente Decreto, podrán utilizarse
técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos en
los términos previstos en el Decreto 183/2003, de 24 de
junio, por el que se regula la información y atención al ciu-

dadano y la tramitación de procedimientos administrativos por
medios electrónicos (Internet).

Disposición adicional única. Informes y autorizaciones en
el ámbito salarial y retributivo y medidas de desarrollo del
régimen presupuestario de la sanidad.

1. Los informes y autorizaciones preceptivos que deba
emitir la Consejería de Economía y Hacienda en el ámbito
salarial o retributivo conforme a la normativa de aplicación,
se solicitarán en la forma que, en su caso, se determine
mediante Orden de la Consejería de Economía y Hacienda.

2. Mediante Acuerdo del Consejo de Gobierno se podrán
adoptar medidas de desarrollo de lo establecido en la Ley
del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía
respecto al régimen presupuestario de la sanidad.

Disposición transitoria primera. Procedimientos en trá-
mite.

Los procedimientos ya iniciados a la entrada en vigor del
presente Decreto, se regirán por la normativa anterior que les
sea de aplicación.

Disposición transitoria segunda. Forma de la memoria
económica.

En tanto no sea aprobada la forma en que habrá de ela-
borarse la memoria económica, serán de aplicación los mode-
los previstos en los Anexos 1 al 4 del Decreto 22/1985, de
5 de febrero, sobre elaboración de la memoria funcional y
económica justificativa de las normas legales, disposiciones
administrativas y convenios.

Disposición derogatoria única.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o infe-

rior rango se opongan a lo dispuesto en el presente Decreto
y, expresamente, del Decreto 22/1985, de 5 de febrero, sobre
elaboración de la memoria funcional y económica justificativa
de las normas legales, disposiciones administrativas y con-
venios, lo siguiente:

- Del Título del Decreto, el término «económica».
- Del artículo 1.º, los incisos «cuya aplicación pueda supo-

ner un incremento de gastos o una disminución de ingresos
públicos» así como «y económica, en la que se pongan de
manifiesto, debidamente evaluados, cuantos datos resulten
precisos para conocer las posibles repercusiones presupues-
tarias de su ejecución».

- Del artículo 2.º, el término «económica» en el primer
párrafo, así como las letras a) y b).

- Del artículo 3.º, el término «económica» en el primer
párrafo, así como la letra b).

- Los Anexos 1 al 4.

Disposición final primera. Habilitación para el desarrollo
y ejecución.

Se autoriza a la persona titular de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda para dictar cuantas disposiciones sean nece-
sarias en desarrollo y ejecución de lo previsto en el presente
Decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.
El presente Decreto entrará en vigor al mes de su publi-

cación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 12 de septiembre de 2006

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

JOSE ANTONIO GRIÑAN MARTINEZ
Consejero de Economía y Hacienda
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CONSEJERIA DE INNOVACION, CIENCIA Y EMPRESA

ORDEN de 18 de septiembre de 2006, por la
que se establece la calificación de los Agentes del Sis-
tema Andaluz del Conocimiento y se crea el Registro
Electrónico de Agentes del Sistema Andaluz del Cono-
cimiento.

P R E A M B U L O

El título competencial para el dictado de la presente norma
por la Comunidad Autónoma de Andalucía es el que se esta-
blece en el artículo 13. 29 del Estatuto de Autonomía para
Andalucía: «Investigación y sus Instituciones, sin perjuicio de
lo establecido en el número 15 del apartado 1 del artículo 149
de la Constitución».

Concretamente y en lo que se refiere a la competencia
de esta Consejería de Innovación, Ciencia y Empresa debe
partirse del Decreto del Presidente 11/2004, de 24 de abril,
sobre reestructuración de Consejerías, en el que se contempla
la creación de esta Consejería, y del Decreto 201/2004, de
11 de mayo, por el que se regula la estructura orgánica de
la Consejería de Innovación, Ciencia y Empresa, que establece
que corresponde a la Consejería, entre otras competencias,
la coordinación y el fomento de la investigación científica y
técnica, la innovación y la transferencia de tecnología en el
Sistema Andaluz del Conocimiento.

Asimismo, el citado Decreto 201/2004 asigna a la Direc-
ción General de Investigación, Tecnología y Empresa, como
Centro Directivo dependiente de la Secretaría General de Uni-
versidades, Investigación y Tecnología, competencias relacio-
nadas con el impulso de la investigación aplicada y, en con-
creto, la de carácter tecnológico; la coordinación, el desarrollo,
seguimiento y evaluación de los espacios tecnológicos, así
como el fomento de la interacción de las empresas con ellos;
el fomento de la transferencia de tecnología a los sectores
productivos; y la gestión de redes científicas y tecnológicas.

Mediante la Orden de 20 de noviembre de 2001 de la
antigua Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, se
pusieron en marcha mecanismos para impulsar la cultura de
la innovación en el proceso productivo andaluz mediante el
establecimiento de las estructuras básicas de innovación y
tecnología, con la calificación y el registro de los Agentes
Tecnológicos.

Desde entonces se está produciendo una aceleración sin
precedentes del ritmo de creación, acumulación y depreciación
de la información, lo que unido a la intensificación de los
procesos científico-tecnológico ha dado lugar a la aparición
de nuevos entes e instituciones que se estructuran en redes
para potenciar su actividad, y configuran la base de lo que
se ha dado en llamar Sociedad del Conocimiento.

Una característica de esta sociedad del conocimiento es
la presencia, cada vez mayor, del mercado en el ámbito de
las actividades científicas. Esto supone un desafío importante
para los principales protagonistas del Sistema Andaluz del
Conocimiento, independientemente de que pertenezcan a los
círculos científicos, económicos o políticos; que tiene que ver
con la necesidad de crear –en la intersección de estos tres
círculos– sistemas de investigación e innovación que propicien
el auge de un desarrollo económico y tecnológico sostenible.

En este sentido, el Consejo de Gobierno de la Junta de
Andalucía aprobó, por Acuerdo de 7 de junio de 2005, el
Plan de Innovación y Modernización de Andalucía (PIMA),
una de cuyas líneas estratégicas está específicamente dirigida
al impulso de la investigación, el desarrollo y la innovación,
potenciando la investigación como ámbito del sistema que,
con su actividad, genera conocimiento; y estableciendo cauces
que faciliten la transferencia de ese conocimiento desde el
tejido investigador hasta el tejido productivo.

Se trata, en suma, de conformar un sistema andaluz del
conocimiento que permita transformar los productos y servicios
tradicionales en nuevos productos con un alto valor añadido
mediante la aplicación de los resultados científicos y tecno-
lógicos, obtenidos mediante la investigación, el desarrollo y
la innovación. Y, para ello, el mencionado Plan de Innovación
y Modernización de Andalucía contempla, entre otras medidas,
la potenciación de las infraestructuras tecnológicas y la crea-
ción de estructuras de coordinación del Sistema Andaluz del
Conocimiento.

En el mismo orden de cosas, dentro del VI Acuerdo de
Concertación Social, el Gobierno de la Junta de Andalucía
tiene el firme propósito de desarrollar un eficiente Sistema
Andaluz del Conocimiento, propiciando la difusión y trans-
ferencia de tecnología, y ampliando las infraestructuras y los
espacios de innovación. Asimismo, el Plan Andaluz de Inves-
tigación, Desarrollo e Innovación (PAIDI) cuya formulación se
acordó mediante Acuerdo de Consejo de Gobierno de 22 de
mayo de 2006 pretende que la Consejería de Innovación,
Ciencia y Empresa estableciera a través de una Orden la cali-
ficación de los Agentes del Sistema Andaluz del Conocimiento,
sus características y funciones y los requisitos que han de
reunir los mismos.

Los pasos que ya se han ido dando en ese camino, como
son la creación de la Red de Espacios Tecnológicos de Anda-
lucía (RETA) y la Corporación Tecnológica de Andalucía como
entidades responsables de la coordinación y la gestión de la
tecnología y del conocimiento, así como la intención de
desarrollar nuevos instrumentos de planificación y gestión del
conocimiento que simplifiquen e integren los existentes actual-
mente y que establezcan nuevos perfiles de agentes implicados
en las tareas de ejecución de la investigación y gestión del
conocimiento para su transformación en innovación, aconsejan
revisar la actual calificación de los Agentes del Sistema Andaluz
del Conocimiento para adaptarla a estos nuevos planteamien-
tos, considerando que La Ley Orgánica 6/2001 de Univer-
sidades establece en su artículo 41 que la Universidad desarro-
llará una investigación de excelencia con los objetivos de con-
tribuir al avance del conocimiento, la innovación y la mejora
de la calidad de vida de los ciudadanos y la competitividad
de las empresas, y que el fomento de la investigación científica
y el desarrollo tecnológico corresponderá en el ámbito uni-
versitario a la Administración General del Estado y a las Comu-
nidades Autónomas, de acuerdo con la legislación aplicable.

El Título I de la presente Orden viene a establecer una
nueva clasificación de los Agentes del Sistema Andaluz del
Conocimiento, agrupándolos en función de su actividad prin-
cipal en Agentes de Generación del Conocimiento, grupo en
el que se integran los Centros de Investigación Universitarios,
los Institutos y Grupos de Investigación, Centros de Aplicación
de la Tecnología y el Conocimiento, categoría en la que se
integran las interfases de Transferencia tradicionalmente loca-
lizadas en las Oficinas de Transferencia de Resultados de Inves-
tigación, y en las Fundaciones Universidad Empresa, o simi-
lares; y los Espacios de generación y aplicación del Cono-
cimiento, definidos mediante los Parques Científico-Tecnoló-
gicos, que integran en su área geográfica tanto entidades de
generación del Conocimiento como entidades de transferencia
y de aplicación del mismo. Mención importante en este último
apartado merecen los Parques de Innovación Empresarial que
permiten destacar aquellas agrupaciones de empresas con un
nivel de innovación y capacidad emprendedora, así como los
Centros de Creación y Consolidación de Empresas de Base
Tecnológica, cuya función principal es apoyar iniciativas
emprendedoras que contribuyan a la aplicación del conoci-
miento como objetivo empresarial para generar riqueza. Para
finalizar la clasificación aparece la figura de los Agentes del
Conocimiento Tecnológico Acreditados para integrar en el sis-
tema aquellas figuras de interés reconocido.

El Título II, por su parte, regula el procedimiento de cali-
ficación de los Agentes, y la creación y regulación del Registro


